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«De la diputada Graciela Ortiz González, del PRI, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores; honorable Asamblea:

En el PRI sostenemos una firme oposición frente a este dic-
tamen que, bajo el noble manto de la integridad, esconde
un mecanismo de control político y violaciones constitu-
cionales.

En el PRI estamos a favor de la legalidad, de la transpa-
rencia y de que ninguna persona vinculada al crimen orga-
nizado aspire a un cargo de elección popular. En eso no hay
debate –de hecho, es nuestra exigencia–. El debate real, es
si estamos dispuestos a convertir a nuestro árbitro electoral
en una fiscalía del pensamiento y de la sospecha como un
arma cargada en contra de la democracia.

No defendemos a delincuentes; estamos a favor del Estado
de Derecho y en contra de un mecanismo opaco que puede
usarse como herramienta de persecución política.

Esta reforma pretende crear una comisión de verificación
de integridad en el INE. Suena bien en el papel, pero en la
práctica podría convertirse en un absurdo jurídico.

Esta modificación pretende obligar al INE a realizar funcio-
nes que la Constitución reserva exclusivamente a las autori-
dades de seguridad, inteligencia y procuración de justicia. El
acceso actual del INE a la información bancaria y fiscal tiene
un solo propósito constitucional: la fiscalización de los re-
cursos públicos y de campaña. El INE no es la policía, la Fis-
calía, o una agencia de espionaje. Trasladar valores preventi-
vos de seguridad al ámbito político-electoral es desvirtuar por
completo la naturaleza de nuestro árbitro.

Además, esta propuesta inventa un concepto sumamente
peligroso: el “riesgo razonable”.

Con esta modificación, una persona –y ojo, hablo incluso
de aspirantes, ni siquiera de candidatos registrados– podrá
quedar políticamente marcada, boletinada y destruida pú-
blicamente por una simple sospecha, creada desde un or-
ganismo que también hoy es cuestionado por su parcialidad
y vinculación con el partido en el poder.

Sin una orden de aprehensión, sin una imputación formal,
sin una sentencia firme de un juez.

Además, la iniciativa no prevé un procedimiento de au-
diencia ni de defensa. La comisión le dirá al partido en
cuestión: “Hay un riesgo con tu aspirante, pero no te pue-
do decir qué asunto concreto lo originó porque es informa-
ción reservada”. Eso no es justicia, compañeras y compa-
ñeros. Eso es dejar a las y los ciudadanos en el más
absoluto estado de indefensión y un menoscabo a nuestra
democracia. 

Estamos creando una justificación para impedir la libre
oposición, de aquellos quienes incomodan al partido en el
poder.

No seamos ingenuos. El diseño de esta reforma crea los in-
centivos perfectos para que las dependencias del gobierno
dicten metodologías a modo para excluir perfiles incómo-
dos. Es la posibilidad de crear una “lista negra” de la opo-
sición bajo el argumento de que hay un “riesgo razonable”.

Y para colmo, en un acto de total irresponsabilidad finan-
ciera, pretenden que el INE opere este gigantesco aparato
de investigación criminalística antes del proceso electoral
de 2027 con su presupuesto actual, sin un solo peso adi-
cional. Quieren un INE débil, asfixiado económicamente y
arrodillado ante las agencias de seguridad del gobierno,
creando más ineficiencia.

La democracia no se protege destruyendo los derechos hu-
manos. No podemos combatir la ilegalidad violando la pre-
sunción de inocencia, el debido proceso y la seguridad ju-
rídica. El PRI construyó las instituciones de este país y las
construyó con la ley, no bajo la sospecha razonable.

Pero hoy la mayoría oficialista nos presenta esta reforma
no por una genuina preocupación democrática, sino por
desesperación política. Pretenden usar al INE como una la-
vandería de rostros y de perfiles. 

La escandalosa penetración del narcotráfico y el crimen or-
ganizado en los procesos electorales liderados por Morena
y sus aliados es la realidad que hoy tiene a nuestro país ba-
jo la lupa internacional.

¿Y qué es lo que pretende el oficialismo con esta reforma
ante semejante crisis de legitimidad? Crear una comisión a
modo dentro del INE para que funcione como un escudo de
impunidad. Buscan que un comité burocrático les firme
una “constancia de buena conducta”. Quieren transferirle
al árbitro electoral el costo político de sus propias omisio-
nes y de sus oscuros compromisos territoriales.



Pero les decimos desde la bancada del PRI: no es tan sen-
cillo. La responsabilidad política y penal no se transfiere
con un dictamen administrativo.

La integridad se demuestra en las urnas y en los hechos, no
con comisiones fachada que atropellan la Constitución.

Rechacemos esta reforma y defendamos una democracia
basada en principios sólidos que garanticen la participa-
ción libre y justa de todos.

Por el respeto a la Constitución, por la defensa de los dere-
chos de las y los ciudadanos, y por la dignidad de la función
electoral, el voto del PRI es en contra de este dictamen. 

Es cuanto, presidenta.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de mayo de 2026.— Diputada
Graciela Ortiz González (rúbrica).»



«De la diputada Montserrat Ruiz Páez, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Diputada Kenia López Rabadán, presidenta de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Únión, LXVI Legislatura.— Presente.

El dictamen que reforma el artículo 42 de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales e incorpora un no-
vedoso Título Segundo Bis dedicado con exclusividad a la in-
tegridad de las candidaturas, representa una pieza de alta in-
geniería jurídica diseñada para materializar la separación
definitiva del poder público de los intereses ilícitos, priori-
zando el bienestar de las comunidades y protegiendo a los
sectores históricamente postergados que ven en las urnas su
herramienta más legítima de transformación social. Esta re-
forma no debe ser comprendida como una simple adición bu-
rocrática, sino como una respuesta estructural a las dinámicas
delictivas contemporáneas, estructurando un andamiaje legal
preventivo, de adhesión voluntaria y respetuoso de los dere-
chos humanos que dota a las fuerzas políticas de la informa-
ción necesaria para purificar la oferta política nacional sin
sustituir las tareas de procuración de justicia o las vías juris-
diccionales ordinarias. 

La necesidad fáctica de esta intervención legislativa se ma-
nifiesta con severidad al revisar la realidad social del terri-
torio mexicano y la alarmante sofisticación con la que ope-
ran los grupos criminales para capturar las instituciones
locales y federales. De acuerdo con datos consolidados del
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) en sus encuestas de victimización y gobernanza, la
percepción de inseguridad y la incidencia de delitos de al-
to impacto demuestran que las redes de la economía ilícita
buscan con frecuencia incidir en la esfera pública median-
te la infiltración de perfiles políticos que les brinden inmu-
nidad y protección territorial. Cuando el crimen organiza-
do logra imponer candidaturas, se quiebra la premisa
fundamental de que por el bien de todos, primero los po-
bres, pues son precisamente las poblaciones en situación de
vulnerabilidad y exclusión quienes sufren de primera mano
el despojo, la violencia armada y el condicionamiento de
los servicios básicos por parte de autoridades coludidas.
Por consiguiente, proveer herramientas técnicas y oportu-
nas de coordinación institucional permite deconstruir esas
lógicas de complicidad corporativa-criminal, asegurando
que la soberanía permanezca en manos de las mayorías y
cerrando de manera definitiva los nichos de impunidad que

durante el periodo neoliberal convirtieron la política local
en una mercancía disputable por los poderes fácticos. 

En el ámbito de la regularidad constitucional, la reforma se
inserta armónicamente dentro del mandato establecido por
el artículo 41 de nuestra Carta Magna, el cual cataloga a los
partidos políticos como entidades de interés público encar-
gadas de promover la participación del pueblo e impone de
manera implícita la corresponsabilidad de postular perfiles
idóneos y probos para la representación de la nación. Asi-
mismo, la cláusula de calidades de la ley contemplada en el
artículo 35, fracción II constitucional, faculta plenamente
al legislador ordinario para configurar los estándares y re-
quisitos de acceso al sufragio pasivo, con la finalidad de
salvaguardar los principios de certeza, legalidad y objetivi-
dad que rigen de forma obligatoria la materia electoral. La
jurisprudencia nacional dota de total validez a este diseño
técnico: la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, al resolver el juicio para la pro-
tección de los derechos político-electorales del ciudadano
bajo el expediente SUP-JDC-1573/2022, fue categórica al
establecer que las fuerzas políticas sostienen una obliga-
ción constitucional reforzada de verificar la probidad de
quienes postulan, determinando que los vínculos indicia-
rios o comprobados con actividades delictivas lesionan de
manera grave el derecho colectivo de la ciudadanía a ser
gobernada por personas que reúnan estándares mínimos de
ética pública. De este modo, la creación de la Comisión de
Verificación de Integridad en Candidaturas no resulta un
exceso regulatorio, sino el desarrollo legislativo directo de
los precedentes judiciales y las prerrogativas sustantivas de
la sociedad civil. 

A nivel internacional, el robustecimiento de los sistemas
preventivos de integridad se encuentra ampliamente res-
paldado por los compromisos convencionales que el Esta-
do mexicano ha ratificado ante organismos multilaterales.
La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción, la Convención Americana sobre Derechos Humanos
y los lineamientos del Grupo de Acción Financiera Inter-
nacional (GAFI) dictan que los Estados partes deben im-
plementar medidas eficaces de debida diligencia y coordi-
nación interagencial para prevenir que los recursos ilícitos
y el crimen transnacional capturen los procesos democráti-
cos. Igualmente, la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE) define en sus manuales de
integridad pública que un esquema moderno e idóneo de
gobernanza democrática debe enfocarse en la detección
oportuna de riesgos institucionales, priorizando la preven-



ción y el intercambio confidencial de datos entre autorida-
des reguladoras e instancias de inteligencia antes de que las
afectaciones al orden público se materialicen. Al examinar
las experiencias avanzadas en el derecho comparado, se
advierte que naciones hermanas de América Latina han op-
tado por rutas institucionales similares para atajar la misma
problemática; es el caso de la República de Colombia, que
a través de su Ventanilla Única Electoral Permanente –cre-
ada por el Decreto 513 de 2015– instrumentó un mecanis-
mo para suministrar información objetiva a las organiza-
ciones políticas sobre antecedentes disciplinarios, penales
y fiscales de sus aspirantes antes del otorgamiento de ava-
les. Del mismo modo, la República del Perú cuenta con la
Ventanilla Única de Antecedentes para Uso Electoral, re-
gulada por la Ley 30322, la cual permite a los partidos con-
sultar órdenes de captura, sentencias dolosas de cosa juz-
gada y deudas fiscales de sus prospectos, dotando de
autorresponsabilidad al ejercicio político y elevando de
forma sustancial los estándares éticos de la competencia
electoral.

La sistemática de las reformas propuestas en el texto nor-
mativo del dictamen destaca por su pulcritud técnica y su
apego irrestricto a los derechos fundamentales. La modifi-
cación al artículo 42 de la ley secundaria incorpora a la Co-
misión de Verificación de Integridad en Candidaturas como
un órgano técnico permanente del Consejo General del Ins-
tituto Nacional Electoral, ubicándola con toda intención en
el mismo nivel jerárquico y operativo de las comisiones de
Fiscalización y de Prerrogativas y Partidos Políticos, ga-
rantizando con ello la asignación de capacidades profesio-
nales e institucionales del más alto rango. Por su parte, la
inserción de los artículos 200 Bis, 200 Ter y 200 Quater en
el Libro Cuarto de la legislación electoral resulta metodo-
lógicamente correcta, pues sitúa la actuación del mecanis-
mo en el momento preciso del registro de las listas comi-
ciales. Una objeción recurrente de los detractores de la
transformación es afirmar falsamente que estos controles
lesionan la presunción de inocencia o el debido proceso,
sin embargo, la exégesis de la norma desarticula la raíz tal
argumento: la entrega de los listados a la Comisión es es-
trictamente voluntaria para los partidos políticos y aspiran-
tes independientes, requiere la manifestación expresa de
conformidad de los perfiles evaluados y la alerta generada
por las instancias de seguridad no implica una condena pe-
nal ni apareja una inelegibilidad automática. Al consagrar
de manera tajante en el artículo 200 Bis, numeral 4, que re-
cae de forma exclusiva en la autonomía de los partidos po-
líticos de decisión final sobre la procedencia o no del re-
gistro, el texto normativo preserva los derechos

político-electorales en su dimensión individual, mientras
potencia la responsabilidad de las fuerzas políticas de cara
a la sociedad. 

Es crucial resaltar la finura técnica plasmada en el artículo
200 Ter, el cual regula el flujo institucional de la informa-
ción resguardando bajo un estricto deber de confidenciali-
dad los datos tratados, sujetándose a los principios de pro-
porcionalidad y licitud de la Ley General de Protección de
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. La
Comisión actúa como un vaso comunicante calificado: re-
mite las listas a la Fiscalía General de la República, al Cen-
tro Nacional de Inteligencia, a la Unidad de Inteligencia Fi-
nanciera y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
dependencias técnicas que, conforme al régimen transito-
rio, implementarán metodologías científicas para dictami-
nar la existencia de un riesgo razonable basado en datos in-
diciarios sólidos. Lo ingenioso del diseño estriba en que, al
momento de notificar al partido, la Comisión únicamente
comunicará el número y las instancias que detectaron la
alerta de riesgo, omitiendo revelar los expedientes especí-
ficos o el contenido material que lo sustenta, logrando con
esto una solución elegante que protege el secreto ministe-
rial, salvaguarda la eficacia de las investigaciones en curso
y respeta la honra del aspirante al no hacer públicos los ha-
llazgos de verificación. Adicionalmente, el numeral 2 del
citado artículo 200 Ter y el artículo transitorio tercero pro-
vocan un efecto retroalimentador de gran calado para el Es-
tado mexicano, determinando que si en el curso de la eva-
luación las autoridades financieras o de procuración de
justicia encuentran información delictiva relevante, estarán
obligadas a iniciar o continuar con las investigaciones que
correspondan por cuerda separada, transformando el meca-
nismo electoral en un valioso activador preventivo de la le-
galidad y la seguridad nacional. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 28 de mayo de 2026.— Diputada
Montserrat Ruiz Páez (rúbrica).»



«Del diputado Gabriel Villagrana García, del PAN, posi-
cionamiento relativo a su reserva al dictamen.

Con su venia, presidenta; compañeras y compañeros legis-
ladores:

Hoy este pleno discute un dictamen que el gobierno pre-
senta como una solución al problema de la narcopolítica. Y
hay algo que debemos decir con toda claridad: que More-
na hoy proponga esta reforma es, en sí mismo, una confe-
sión. 

Durante años negaron que el crimen organizado se infiltra
en candidaturas, en campañas y en gobiernos. Hoy propo-
nen una comisión para revisar exactamente eso. El proble-
ma ha crecido descomunalmente en los últimos años. Lo
que cambió es que ya no pueden seguir negándolo. 

Pero reconocer un problema no es lo mismo que resolver-
lo. Y este dictamen, como está planteado, no lo resuelve. 

La propuesta resulta insuficiente porque plantea una revi-
sión voluntaria, sin consecuencias reales y dependiente de
información proveniente de instituciones vinculadas al
propio gobierno. Si un partido sabe que su candidato tiene
posibles nexos con el crimen, puede simplemente evitar so-
meterlo a revisión; y aun cuando se detecte un riesgo razo-
nable, no existe una sanción efectiva, nulidad o pérdida de
registro. Además, al depender de fuentes como la FGR, el
CNI y la UIF, existe el riesgo de que el mecanismo se uti-
lice de manera selectiva para golpear candidaturas oposito-
ras y proteger perfiles afines, convirtiendo una herramien-
ta que debería combatir la narcopolítica en un instrumento
de simulación y persecución política. 

Por eso nuestra reserva plantea algo distinto: que la revi-
sión sea obligatoria para todas las personas que pretendan
ser postuladas a un cargo de elección popular, federal o lo-
cal. No puede quedar a voluntad de los partidos decidir si
entregan o no la información necesaria para verificar la in-
tegridad de sus candidaturas. 

Si no se entrega esa información dentro del plazo previsto
por la ley, el registro de la candidatura deber ser improce-
dente. Así de claro. Porque no puede haber candidaturas
bajo sospecha ni partidos escondiendo información.

También proponemos que toda persona que busque una
candidatura sea sujeta a un análisis de riesgo obligatorio.
La postulación de candidaturas no puede seguir tratándose

como un trámite interno de los partidos cuando existen
riesgos reales de infiltración criminal en la vida pública. 

La reserva también establece consecuencias para los parti-
dos. Si después del registro o durante el proceso electoral
se advierten elementos que acrediten vínculos entre el par-
tido, sus dirigencias, candidaturas o estructuras partidistas
con organizaciones de la delincuencia organizada, el Tri-
bunal Electoral deberá iniciar el procedimiento correspon-
diente para determinar, en su caso, la pérdida del registro
del partido político involucrado. 

La lógica es simple: si un partido permite, tolera o se be-
neficia de vínculos con el crimen organizado, no puede se-
guir participando en la vida democrática como si nada hu-
biera ocurrido. 

México no necesita una revisión voluntaria, sin consecuen-
cias y controlada desde el poder. México necesita reglas
claras, obligatorias, con criterios objetivos, control judicial
independiente y sanciones reales. 

La democracia no puede quedar sometida al financiamien-
to ilícito, a la amenaza, a la coacción o a la imposición de
candidaturas por grupos criminales. 

Por eso votaremos en contra del dictamen en sus términos
y sostenemos esta reserva: porque combatir la narcopolíti-
ca no se logra con simulaciones, sino con obligaciones cla-
ras y consecuencias firmes. 

Es cuanto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de mayo de 2026.— Diputado
Gabriel Villagrana García (rúbrica).»
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